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DETERMINACION DE LOS PRECIOS DE 
TRANSFERENCIA EN AUSENCIA DE PRECIOS 
DE MERCADO COMPARABLES (*) 
1. INTRODUCCION 
El tratamiento tributario de los precios de 
transferencia que se producen en las deno-
minadas «operaciones vinculadas» o, en tér-
minos más correctos, en las «operaciones 
entre sociedades vinculadas», que ha mere-
cido desde antiguo la atención del legisla-
dor español (1), se aborda con carácter ge-
neral en nuestro vigente ordenamiento tri-
butario en la normativa reguladora del Im-
puesto sobre Sociedades (1.5.), también 
aplicable tras la Ley 18/1991, de 6 de junio, 
(;') El presente trabajo responde básicamente al 
contenido de la Ponencia nacional española elaborada 
para el Congreso de la LF.A. celebrado en Cancún en 
1992, que no llegó a ver la luz en el vol. LXXVIIa de 
los correspondientes Cahiers. El texto original se ha 
modificado para actualizar y ampliar algunas referen-
cias legislativas y jurisprudenciales, prescindiendo de 
la mención de ciertos datos que carecerían de utilidad 
para el lector español, pero sigue respondiendo en su 
estructura a las Jistintas cuestIones planteadas por las 
Directrices del Ponente General. 
(1) Vid. los antecedentes que, en el ámbito de la 
imposición sobre el beneficio empresarial y, funda-
mentalmente de la imposición sobre sociedades, expo-
nen ESTEBAN MARINA, A.: "La elusión fiscal me-
diante los precios de transferencia (El ajuste bilateral)>>, 
en Crónica Tributaria (CT.), núm. 57 (1986), también 
en ibidem, EIImpue~to sobre Sociedades en la reciente 
jurisprudencia, Madnd, 1990, pp. 172 Y ss.; y GOTA 
LOSADA, A.: Tratado del Impuesto de Sociedades, 
Madrid, Tomo 11,1989, pp. 352 Y ss. 
Juan J. Zornoza Pérez 
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en el ámbito del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas (I.R.P.F.) (2) y, por 
lo que toca a la imposición indirecta, en la 
normativa reguladora del Impuesto sobre el 
Valor Añadido (I.V.A.). 
El análisis de las normas relativas a las 
operaciones vinculadas en el I.V.A. tiene, 
no obstante, un interés relativo a nuestros 
efectos, dado que el artículo 79.5 de la 
Ley 37/1992 regula las operaciones vincula-
das en términos que implican un indudable 
alejamiento del principio arm's length, sin 
acudir al empleo de ningún criterio de va-
loración claramente identificable, ni con los 
otros métodos de base, ni con otros méto-
dos de sustitución alternativos, lo que im-
pide plantear directamente en el ámbito del 
1. V.A. las cuestiones que han de ser objeto 
de nuestra atención, relativas precisamente 
a la fijación de los precios de mercado com-
parables que han de sustituir a los precios 
de transferencia en el caso de operaciones 
vinculadas y, en particular, a los problemas 
(2) En efecto, como es sabido, el artÍCulo 8 de la 
Ley 18/1991 dispone que la valoración de las opera-
ciones entre una sociedad y sus socios o consejeros o 
los de otra sociedad del mismo grupo, así como los 
cónyuges, ascendientes o descendientes de cualquiera 
de ellos, se realizará por su valor normal en el merca-
do, en los términos previsto en el artÍCulo 16 de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades (L.I.S.). 
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que se suscitan para la práctica de los ajus-
tes en los casos de ausencia de referencias 
que permitan establecer esos precios de 
mercado comparables (3). 
En efecto, el citado artículo 79.5 de la 
L.I.V.A., para los supuestos en que se con-
vengan «precios notoriamente inferiores a 
los normales en el mercado», como conse-
cuencia de la «vinculación entre las partes 
que intervengan en las operaciones sujetas 
al impuesto», dispone que la base imponi-
ble no podrá ser inferior a la que resultaría 
de la aplicación de las reglas establecidas 
para el «autoconsumo» (4); lo que supone, 
en definitiva, el establecimiento para los su-
puestos de operaciones vinculadas, de una 
base imponible mínima, coincidente con la 
resultante de la aplicación de las reglas re-
lativas al autoconsumo, y que no atiende al 
criterio de los precios de mercado entre em-
presas independientes, sino a una particular 
versión del criterio del coste incrementado, 
por lo que, como decíamos, sin perjuicio de 
la utilidad que la solución adoptada pueda 
tener en un momento ulterior de nuestra ex-
(3) Curiosamente, la regla clásica del valor «que se 
hubiese acordado en condiciones normales de merca-
do entre partes que fuesen independientes», que no se 
emplea en el artículo 79.5 de la L.I.V.A. respecto de 
las operaciones entre partes vinculadas, es utilizada en 
el mismo artículo 79.1 para definir la base imponible 
del 1. V.A. «en las operaciones cuya contraprestación 
no consista en dinero». 
Dicha regulación, coincidente en lo sustancial con la 
contenida en la Ley 30/1985, fue criticada bajo la vi-
gencia de dicho texto legal por «innecesaria y pertur-
badora», al considerarse adecuada sólo para las opera-
ciones vinculadas, ya que si vendedor y comprador son 
independientes, la contraprestación estipulada debe va-
ler como base imponible cualquiera que sea la especie 
del pago; cfr. LOPEZ IRANZO y ZURDO RUIZ-
A YUCAR: Guía práctica para la aplicación y gestión 
del 1. V.A., Bilbao, 1985, pp. 121. 
(4) Previstas en el mismo artículo 79.3 Y 4 de la 
Ler. 37/1992, de 28 de diciembre, que coincide sustan-
cia mente con el anterior artículo 18.3 y 4 de la 
Ley 30/1985, tales reglas se apartan -salvo en un solo 
caso-- de los valores de mercado, para acudir a los cos-
tes de adquisición, incrementos en su caso por los gas-
tos de personal; sobre tales reglas, en la regulación de 
la Ley 30/1985, vid. CHECA GONZALEZ, c.: en 
AA.VV., El l. VA. en España, Valladolid, 1987, pp. 69 
Y ss. 
posición, hemos de prescindir por ahora de 
su análisis. 
Aunque sea por razones diversas, tampo-
co hemos de dedicar excesiva atención a 
todo un conjunto de disposiciones disper-
sas, de rango legal y reglamentario, que han 
abordado las repercusiones indirectas del 
empleo de precios de transferencia en las 
operaciones vinculadas, por ejemplo en ma-
teria de deducción por inversiones en el 
I.S. (5), o que han pretendido resolver los 
problemas especiales de determinados sec-
tores económicos (6) o de operaciones con-
cretas (7). Y es que ese conjunto de dispo-
siciones no se ha referido, en absoluto, a las 
cuestiones que nos ocupan, pues en su ma-
yor parte se han limitado a pronunciarse, de 
forma más o menos clara, sobre los proble-
mas que en la práctica administrativa susci-
taba la práctica de los ajustes conforme a 
precios de mercados en las operaciones vin-
(5) A partir de la Ley 9/1983, de 13 de julio, de 
Presupuestos Generales del Estado para 1983, las su-
cesivas Leyes de Presupuestos (en los últimos ejerci-
cios cfr. arto 64 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre; 
art.72 de la Ley 31/1991, de 30 de diciembre; y 
arto 72.8.2 de la Ley 39/1992, de 29 de diciembre) han 
precisado los efectos que ha de tener la existencia de 
vinculación en materia de deducción por inversiones 
en el Impuesto sobre Sociedades, estableciendo para ta-
les casos que «la base de la deducción no podrá resul-
tar superior al precio que habría sido acordado en con-
diciones normales de mercado entre sujetos indepen-
dientes ... »; vid. la exposición de GOTA LOSADA, 
A.: Tratado ... , tomo n, cit., pp. 544 Y ss. 
(6) Como sucedió respecto de las Sociedades de 
Reconversión Industrial, a las que no son aplicables las 
reglas de las operaciones vinculadas previstas en el ar-
tículo 16 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en 
virtud de la excepción establecida por el Real Decre-
to-Ley 9/1981, de 5 de junio y mantenida por la 
Ley 21/1982, de 9 de junio y el Real Decreto-
Ley 8/1983, de 30 de noviembre. 
Por su parte, el Real Decreto 2617/1986, de 19 de 
diciembre, al desarrollar el régimen fiscal especial pre-
visto en la Ley 49/1984, de 26 de diciembre, de explo-
tación unificada del sistema eléctrico nacional, estable-
ció en su artículo 3 previsiones especiales para la tri-
butación de los rendimientos del capital mobiliario en 
el caso de que hubieran de realizarse ajustes en aplica-
ción del régimen de las operaciones vinculadas. 
(7) Como el artículo 7 de la Ley 14/1985, de 29 de 
mayo, sobre Régimen Fiscal de determinados Activos 
Financieros. 
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culadas y, más en concreto, sobre la proce-
dencia de que tales ajustes tuvieran, o no, 
carácter bilateral (8), sin que en ellas exis-
tan datos relevantes para la discusión de las 
cuestiones que interesan a efectos de nues-
tra exposición. 
Nos limitaremos, por ello, al análisis del 
régimen de las operaciones entre sociedades 
vinculadas en elI.S., que resulta aplicable a 
las sociedades vinculadas con otras no resi-
dentes en España, a las operaciones realiza-
das entre sociedades no residentes y sus es-
tablecimientos permanentes en España o 
entre sociedades residentes y sus estableci-
mientos permanentes en el extranjero, a las 
operaciones entre una sociedad y sus socios 
o consejeros y, finalmente, a los supuestos 
de vinculación entre sociedades cuyo capi-
tal pertenezca, al menos en un 25%, a los 
mismos socios o personas integradas en sus 
respectivas unidades familiares, o en las que 
dichas personas ejerzan funciones que im-
pliquen ejercicio del poder de decisión 
(art. 16.4 L.I.S.). 
Un régimen que no parece haber suscita-
do mayores problemas prácticos ni genera-
do otras discusiones que las relativas al ca-
rácter bilateral o unilateral de los corres-
pondientes ajustes, al menos si atendemos a 
la doctrina establecida por los Tribunales 
Económico-Administrativos (TT.EE.AA.) 
que, sin embargo, también se han pronun-
ciado incidentalmente sobre las cuestiones 
relacionadas con la determinación de los 
precios de mercado comparables en las ope-
raciones vinculadas. En efecto, la principal 
discusión planteada respecto de las opera-
(8) Cuestión sobre la que existe una abundante li-
teratura, entre la que deben destacarse los trabajos de 
PE~EZ R9YO, F.: «Sobre los ajustes fiscales por ope-
racIOnes vlflculadas», en C. T., núm. 56 (1987), pp. 267 
Y ss.; <;OMBARROS VILLANUEVA, V. E.: Ré~i­
men tributano de las operaezones entre sociedades Vin-
culadas e.n el Impuesto sobre Sociedades, Madrid, 1988, 
en especial pp. 19 Y ss. Vid. también la información 
que proporcionan GOTA LOSADA, A.: Tratado ... , 
tomo n, cit., pp. 433 Y ss. Y SANZ GADEA, E.: Im-
puesto sobre Sociedades, tomo 1, 3.' ed., Centro de Es-
tudios Financieros, Madrid, 1991, pp. 337 Y ss. 
ciones vinculadas se ha referido al carácter 
bilateral o unilateral de los ajustes, cuestión 
abordada por los TT.EE.AA. y resuelta fi-
nalmente por el Tribunal Económico-Ad-
ministrativo Central (T.E.A.e.) que, como 
es sabido, con argumentos muy desiguales 
y que han generado una cierta polémica, 
vino a consagrar el carácter bilateral de los 
ajustes fiscales practicados por la Adminis-
tración en los supuestos de operaciones vin-
culadas, de manera que la sustitución del 
precio de transferencia por un precio teóri-
co de mercado debería comportar un au-
mento de la base imponible para una de las 
partes y su correlativa disminución para la 
otra. 
Pues bien, en la actualidad, tras la nueva 
redacción dada al artículo 16.3 de la L.I.S. 
por la Disposición Adicional Quinta.5 de la 
Ley 18/1991, la citada doctrina carece de 
mayor interés a nuestros efectos, puesto que 
ha quedado definitivamente consagrado el 
criterio de la unilateralidad en los ajustes 
practicados por la Administración, que no 
podrán suponer «minoración de ingresos ni 
incremento de gastos o de costes para nin-
guna de las partes». Ello parece implicar, 
sensu contrario, que el ajuste podrá ser bi-
lateral si lo realizan voluntariamente los su-
jetos intervinientes en la operación vincula-
da (9), mientras que será unilateral en los 
casos en que se practique como consecuen-
cia de las actuaciones administrativas de 
comprobación e investigación; supuestos en 
que puede generarse una cierta doble impo-
sición interna, comprensible conforme a la 
filosofía de la regulación de los precios de 
transferencia, y que será corregida en las 
operaciones internacionales como resultado 
de la aplicación de las disposiciones conte-
nidas al efecto en los Convenios acordes al 
modelo tipo de la O.e.D.E. de 1977 (10), 
(9) En este sentido, bajo la anterior redacción del 
precepto, se orientaba la interpretación de PEREZ 
ROYO, F.: Sobre los ajustes Jiscales ... , cit., pp. 273 
Y ss., res~ecto del procedimiento para la práctica de los 
ajustes bilaterales. . 
(10) Un modelo al que se ajustan la gran mayoría 
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aunque ello pueda generar ciertas distorsio-
nes (11). 
La reforma realizada por la Ley 18/1991, 
que ha redefinido y ampliado los supuestos 
en que procede aplicar las reglas de las ope-
raciones vinculadas, pronunciándose sobre 
el carácter unilateral o bilateral de los 
correspondientes ajustes, según los casos, 
no se ha referido, sin embargo, a la valora-
ción de los precios de mercado comparables 
que han de sustituir a los precios de trans-
ferencia, respecto de la que sólo se efectúan 
en la normativa reguladora del LS. algunas 
indicaciones sumarias. En efecto, la L.LS. 
en su artículo 16.3 establece dos reglas ge-
nerales en materia de valoración de ingre-
sos y gastos, señalando que ambos tipos de 
partidas se computarán por sus valores con-
tables, siempre que la contabilidad refleje la 
verdadera situación patrimonial de la socie-
dad, y que en ningún caso las partidas de-
ducibles podrán tener a efectos fiscales un 
importe superior al precio efectivo de ad-
quisición o al coste de producción, sin per-
juicio de lo cual: «cuando se trate de ope-
raciones entre sociedades vinculadas, su va-
loración a efectos de este impuesto se rea-
de los convenios bilaterales suscritos por España y que, 
frente a lo afirmado por la doctrina del T.E.A.e. en 
sus resoluciones de 10 de septiembre de 1986 y 3 de 
febrero de 1987 y determinados autores (en especial 
GOTA LOSADA, A.: Tratado ... , tomo II, cit., 
pp. 478 y. ss.), n~ conduce necesariamente .a la aplica-
ción de ajustes bilaterales; cfr. en este sentido el mag-
nífico trabajo de COMBARROS VILLANUEV A, 
V. E.: Régimen tributario ... , cit.,. pp. 56 Y ~s. Con ca-
rácter más general, para el tr~tamlento ~el ajuste co~re­
lativo conforme a los convenios para evitar la doble Im-
posición, vid. GONZALEZ POVEDA, V.: Tratados 
y Convenios internacionales, Edit. e.1.S.S., Valencia, 
1988, pp. 536-537. . 
(11) Así lo indican los comentarios del Cl.S.S. FIS-
cal. Impuesto sobre Sociedades, actualización de febre-
ro de 1992, Sociedades pp. 200-201, que aluden a las 
discordancias con el Derecho comunitario y con algu-
nos convenios que, a nuestro entender, serán de apli-
cación preferente, así como a las distorsiones que pue-
den surgir si el sujeto pasivo del 1.S. r~aliza e~ ajuste 
voluntariamente y, por tanto, con caracter bilateral, 
pero la Administración corrige con posteriorid~d el 
precio de mercado declarado, con lo que procedena un 
nuevo ajuste que, esta vez, sería unilateral. 
lizará de conformidad con los precios que 
serían acordados en condiciones normales 
de mercado entre sociedades independien-
tes.» 
De este modo, se recibe en el ordena-
miento español el principio arm's length en 
términos comparables a los establecidos en 
el Informe de la O.C.D.E. de 1979, al ha-
cerse referencia al precio en situaciones de 
plena competencia para fijar el valor de los 
bienes y servicios prestados entre socieda-
des vinculadas, definiéndolo por referencia 
al del mercado comparable en competencia 
plena, o «precio que se aplicaría en transac-
ciones comparables entre empresas inde-
pendientes o entre una empresa de un gru-
po y una empresa independiente» (12). 
No obstante, al margen de la referencia 
del artículo 16.3 de la L.LS. a los «precios 
que serían acordados en condiciones nor-
males de mercado entre sociedades indepen-
dientes», no existe ninguna otra definición 
legislativa del «precio de competencia ple-
na», ni del «valor normal», en relación a los 
ajustes relativos a los precios de transferen-
cia. De este modo, cuando la operación vin-
culada no resulte comparable con otra rea-
lizada en el mismo mercado por entidades 
independientes, surgirán múltiples dificul-
tades para la determinación de los precios 
de mercado en régimen de competencia ple-
na que deben ser aplicables. Dificultades 
que no han sido afrontadas en vía reglamen-
taria ni, como ocurre en otros ordenamien-
tos, por la vía de las instrucciones adminis-
trativas y para cuya solución tampoco pro-
porcionan excesiva ayuda los convenios 
para evitar la doble imposición suscritos por 
el Estado español (13). 
(12) Cfr. el Informe O.e.D.E. Rapport sur prix de 
transfert et enterprises multinationales, París, 1979, 
par. 11; existe traducción al castellano de DE LA VI-
LLA, J. M.': Precios de transferenCIa y empresas mul-
tinacionales, Instituto de Planificación Contable, Ma-
drid, 1986, pp. 17 Y ss. 
(13) En efecto, los convenios suscritos en la mate-
ria por España, conforme a los modelos de la 
O.e.D.E., no establecen criterio alguno para ajustar el 
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2. LOS METODOS DE BASE Y LA 
DETERMINACION DEL PRECIO 
DE COMPETENCIA PLENA 
Como hemos señalado, el ordenamiento 
español recibe el principio arm's length, al 
valorar las operaciones entre sociedades 
vinculadas por relación al precio en situa-
ciones de plena competencia, definiéndolo 
en concreto por referencia al del mercado 
comparable en competencia plena o, según 
el artículo 16.3 de la L.LS. a los «precios 
que serían acordados en condiciones nor-
males de mercado entre sociedades indepen-
dientes». 
2.1. No obstante, no existe en el orde-
naI?ie~to español n,ing~na otra definición 
legIslatIva, nI en el ambIto del derecho in-
terno ni en el derecho convencional, de esos 
precios de mercado comparables o precios 
de concurrencia plena, en relación a los 
ajustes relativos a los precios de transferen-
CIa. 
y lo cierto es que ello no debe extrañar-
nos excesivamente, porque el método de va-
loración de las operaciones entre sociedades 
vinculadas por comparación con los precios 
de mercado en régimen de competencia ple-
na remite a los precios o valores de merca-
do, que son conceptos difícilmente apre-
hensibles y por ello no susceptibles de con-
cr~ción le.gislati.va. En _efecto.' en el ordena-
mIento tnbutano espanol eXIste un número 
relativamente elevado de referencias a esos 
precios o valores de mercado, sin que se 
haya llegado a precisar en ningún caso cuál 
es el contenido exacto de dichas nociones, 
lo que provoca normalmente, salvo allí don-
de existen mercados oficiales, una cierta in-
valor de las operaciones vinculadas en los supuestos de 
p:ecios de.tran~f~rencia y, aunque el principIO que ins-
pira sus dlspo~lclOnes --:-tanto las de carácter general, 
como las relativas ~ los Interes~~ y a los cánones, que 
merecen un tratamle.n~o espeCifiCO-- es el del precio 
de mercado ~n ~on~lclOnes de plena competencia, no 
hay en ellos indiCaCIOnes que permitan establecer con 
precisión cuáles son esos .precios de competencia ple-
na»; vid. GONZALEZ POVEDA, V.: Tratados y 
Convenios ... , cit., pp. 533 Y ss., 547-548 Y 559. 
seguridad, dado que su determinación im-
plica en numerosos casos una apreciación en 
la que pueden influir factores de lo más di-
verso y, entre ellos, los de tipo subjeti-
vo (14). 
Será por ello, en principio, competencia 
de la Administración Tributaria, en el ám-
bito de las actuaciones de valoración de la 
Inspección de los Tributos, contempladas 
en el artículo 13 de su Reglamento General 
(R.G.LT.), comprobar dichos precios de 
mercado en régimen de concurrencia plena, 
como producto de las operaciones entre so-
ciedades vinculadas, por cualquiera de los 
med.ios admitidos en el ordenamiento y, en 
partIcular, por el artículo 52 de la Ley Ge-
neral Tributaria (15). 
No obstante, en los supuestos que con-
templamos existen otras disposiciones de 
aplicación preferente, dado que el propio 
Reglamento del Impuesto sobre Sociedades 
(R.LS.), en su artículo 168.1.a), establece la 
aplicación de métodos indiciarios para «la 
valoración de las operaciones vinculadas»; 
métodos que describe en su artículo 169.1, 
donde se hace mención de un conjunto de 
valores que pueden servir como referencia 
para la fijación del precio de mercado en ré-
gimen de ~ompetencia plena que, a su vez, 
ha de servIr como término de comparación, 
como «precio comparable» a partir del cual 
realizar el ajuste del precio de transferencia 
empleado en las operaciones vinculadas de 
que se trate. 
El R.LS. viene a reconocer de ese modo 
la imposibilidad de definir legalmente tales 
precios de mercado en régimen de compe-
tencia plena y las consiguientes dificultades 
p~ra su aplicación práctica, por lo que per-
mIte el recurso a una serie de signos e índi-
ces a partir de los cuales establecer esos pre-
(14) Cfr. PEREZ ROYO, F.: Sobre los ajustes fis-
cales ... , Clt., p. 275. 
(15) Al empleo de los métodos de comprobación 
d!!f artículo ?2 de la L.G.T. en las operaciones entre so-
Ciedades Vinculadas se refiere la Resolución del 
T.E.A.e. de 28 de noviembre de 1990. 
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cios que han de servir como término de 
comparación para efectuar el ajust~ de l~s 
operaciones vmculadas. Y, con el fm de lI-
mitar la discrecionalidad administrativa, el 
artículo 169.1 del R.I.S. establece que la 
Administración debe emplear, entre otros, 
a su elección, uno o varios de los siguientes 
signos o índices: 
«a) Cotizaciones en mercados oficiales 
regular:~ a la fecha a que debe referirse la 
valoraclOn. 
b) Precios aplicados en la misma época 
o aproximada, teniendo en cuenta la rela-
ción comercial entre empresas o personas 
no vinculadas. 
c) Precios, tarifas o condiciones autori-
zadas administrativamente, publicadas en 
algún Boletín Oficial o dados a conocer a 
través de un medio de difusión. 
d) Valor asignado a efectos de otro tri-
buto. 
e) Precios, tarifas o condiciones expre-
sadas por el sujeto pasivo en expedientes de 
carácter administrativo o que figuren en sus 
catálogos y listas de precios. 
f) Valores consignados en el mismo 
contrato o en otros de características simila-
res. 
. g) ~ar.gen comercial habitual en opera-
ClOnes Similares.» 
Como es obvio, la práctica totalidad de 
los índices contemplados en el artícu-
lo 169.1 del R.I.S. se refieren a precios, co-
tizaciones o valores comparables y aparecen 
por ello directamente relacionados con el 
criterio de valoración de las operaciones 
vinculadas establecido en el artículo 16.3 de 
la L.I.S. No obstante, la referencia a esos ín-
dices deja todavía abiertas numerosas cues-
tiones relativas a la aplicación de este crite-
rio de valoración de las operaciones vincu-
ladas. En efecto, la referencia a esos precios, 
cotizaciones o valores deja sin precisar cues-
tiones tan importantes como las relativas al 
ámbito geográfico del mercado en que se 
opera, al volumen de las operaciones, a la 
fase del proceso productivo en que se rea-
liza la transacción, etc.; cuestiones todas 
ellas que pueden tener una notable .influen-
cia en la determinación de los preclOs. 
Precisamente por ello resulta de induda-
ble interés la doctrina establecida por el 
T.E.A.e. (16) que, vistas las dificultades 
para la fijación de un precio comparable o, 
en otros términos, de un precio de merca-
do con el que poder comparar el posible 
precio de transferencia, señala una serie de 
datos a considerar que se encuentran direc-
tamente inspirados en el Informe del Co-
mité de Asuntos Fiscales de la O.e.D.E. de 
1979 y que concreta a la vista del artícu-
lo 169.1 del R.I.S. 
Así, tras aludir al citado Informe de la 
O.C.D.E., las citadas resoluciones recono-
cen la dificultad de establecer un precio de 
mercado con el que poder comparar el po-
sible precio de transferencia, no sólo por-
que, a veces, las transacciones entre socie-
dades vinculadas son tan peculiares que no 
existe un mercado independiente, sino por-
que la determinación de un precio de mer-
cado comparable exige el cumplimiento de 
algunas premisas: 
1. Tomar como referencia el mismo 
mercado en términos geográficos, pues en 
la determinación del precio intervienen 
también factores como el nivel de renta per 
cápita, el grado de desarrollo económico, el 
régimen político, la situación de monopo-
lio u oligopolio en que se suministre el pro-
ducto, etc. (17). 
(16) En sus Resoluciones de 30 de marzo de 1989, 
14 de junio de 1989, 3 de octubre de 1989, 17 de. oc-
tubre de 1989, 20 de diciembre de 1989 y 3 de abrIl de 
1991, todas ellas publicadas en c.rs.s. Fiscal. Impues-
to sobre Sociedades, actualización de septiembre de 
1991, Jurisprudencia tributaria, fP' 8?-81/C-l. y ss. 
(17) Precisamente porque a realIzar el ajuste ~e 
una operación «se tomaro~ como pl!nto de referencIa, 
los precios de las transaccIones realIzadas a. mercados 
totalmente dispares» y que no .gl!ardaban n~I?gu~a re-
lación con aquél en que se realIzo la operaclOn VInCU-
lada la resolución del T.E.A.e. de 30 de marzo de 
1989 declaró la nulidad de las correspondientes actua-
cion~s administrativas. 
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2. Que las operaciones que se compa-
ran se refieran a una mercancía igualo simi-
lar (18). 
3. Que las transacciones comparadadas 
tengan un volumen equivalente, dado que 
el precio estará normalmente en función del 
número y entidad de las operaciones y, ge-
neralmente, en un mayor volumen de ope-
raciones el precio será inferior del que se 
fije para una operación aislada (19). 
4. Que la fase del proceso productivo 
sea la misma, pues los precios varían según 
que .la transacción se haya efectuado entre 
fab~cantes y mayoristas, mayoristas y mi-
nonstas, etc. 
5. Que las operaciones comparadas se 
hayan realizado en el mismo período de 
tiempo. 
Premisas a las que quizás cupiera añadir 
alguna otra, por ejemplo para contemplar 
las diferentes modalidades contractuales en 
que plasma una operación, que pueden dar 
lugar a valores o precios diferenciados, por-
que en ocasiones la modalidad contractual 
oajo la que se actúa, al menos en ciertos 
mercados, determina o influye de modo re-
. En parecido sentido, para justificar la decisión rela-
tIva a la valoración de determinadas operaciones, alu-
den ~ .la complejidad y excepcionalidad de las circuns-
tancIas obrantes en. el merc~do del azúcar y su natura-
leza de mercado Intervemdo» las Resoluciones del 
T.E.A.e. de 27 de febrero y 30 de abril de 1991. 
(1,8) Circunst~cia en la que se fundamenta la anu-
laclOn de las actas Impugnadas en las Resoluciones del 
T.E.A.e. de 20 de dIciembre de 1989 y 3 de abril de 
1989, r~l~tivas a operaciones con fertilizantes, pues «la 
InspecclOn no ha demostrado que el abono vendido 
tenga la misma composición, en términos cuantitati-
vos, que el que se compró a la entidad recurrente». 
(19) Por ello, la Resolución del T.E.A.C de 14 de 
junio de 1989 declaró la nulidad de determin~das actas 
~e la Inspección que habían considerado que la prác-
tIca de descuentos superiores a los normales determi-
naba un precio de transferencia, ya que «el volumen 
d.e ventas qu~ realiza a los eslabOl:ustas, socios y no so-
CIO~, es consIderablemente superIor que el que efectúa 
a clIentes no eslabonistas lo que justifica peifectamen-
te la concesión a los primeros de un mayor descuen-
to». La misma doctrina se aplica, en el mercado de fer-
tilizantes, por las Resoluciones del T.E.A.e. de 20 de 
diciembre de 1989 y 3 de abril de 1991. 
levante en la fijación del precio (20); o para 
tener presentes las condiciones temporales 
que, en ciertas operaciones constituyen un 
elemento decisivo para la fijación del pre-
cio (21). 
El establecimiento de tales premisas, que 
no pueden ser entendidas en términos maxi-
malistas, de modo que den lugar a la exi-
gencia de una absoluta identidad entre las 
operaciones en comparación, resulta espe-
cialmente importante porque el T.E.A.e. 
considera que los planteamientos implícitos 
de su formulación no son ajenos al sistema 
tributario español, al que han sido incorpo-
rados de forma decidida por la doctrina ad-
ministrativa que hemos citado. 
Siendo ello así, una vez probada la exis-
tencia de vinculación entre dos sociedades 
y que las operaciones realizadas entre ellas 
lo han sido por precio inferior al de merca-
do, para realizar su valoración y operar los 
correspondientes ajustes tendrán que em-
plearse los métodos a que alude el artícu-
lo 169.1 del R.I.S., u otros semejantes, dado 
que dicho precepto contiene una enumera-
ción de «carácter meramente enunciati-
vo» (22). Método o, mejor dicho, criterios 
de valoración de las operaciones vinculadas 
que resultan poco precisos y merecen algún 
comentario. 
En primer lugar, para señalar que el re-
curso a las «cotizaciones en mercados ofi-
(20) Ese es el caso del mercado de la construcción, 
según se pone de manifiesto en la Resolución del 
T.E.A.e. de 3 de octubre de 1989 que, tras analizar di-
ferentes modalidades de contratos de construcción, 
anuló el acta impugnada porque «al calcular el precio 
de mercado se utilizó, como punto de referencia, el 
precio establecido en un contrato distinto». 
(21) Como ocurre en el caso de los préstamos, al 
que se refiere la Resolución del T.E.A.e. de 21 de no-
viembre de 1990, que enjuicia el tipo de interés fijado 
por la Inspección en una operación vinculada no sólo 
por la cuantía del capital prestado, sino por estar con-
tabilizado bajo la ~úbrica de .préstamos a largo pla-
zo», aunque la entidad interesada alega que su exigi-
bilidad era inmediata. 
(22) Así se desprende del tenor literal del J?recepto 
por el T.E.A.e., entre otras, en sus ResolucIones de 
30 de marzo, 14 de junio y 17 de octubre de 1989. 
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ciales regulares a la fecha a que debe refe-
rirse la valoración» [arto 169.1.a) R.I.S.] no 
es un criterio tan automático como pudiera 
parecer, porque incluso en los merca~os 
oficiales típicos, los mercados secundanos 
de valores, pueden realizarse operaciones 
desviándose de los cambios del mercado, sin 
que ello deba determinar necesariamente su 
corrección, habida cuenta de que la propia 
Ley 24/1988 faculta al Gobierno para deter-
minar las normas a las que habrán de ajus-
tarse dichas operaciones (23). Junto a ello, 
en segundo lugar, conviene indicar que la 
referencia a los «precios, tarifas o condicio-
nes autorizadas administrativamente 
[arto 169.l.c) R.I.S.] no puede entenderse 
como una habilitación para aplicar de for-
ma mecánica los "precios máximos autori-
zados" que se fijan en determinados mer-
cados; porque ese concepto no puede asi-
milarse al de "precios de mercado", ya que 
se trata de conceptos completamente distin-
tos, por cuanto que los segundos vienen 
concretados por mercados de libre con-
currencia, mientras que los primeros cons-
tituyen un tope máximo fijado por el Go-
bierno por razones de política económica, 
pudiendo existir, en este último caso, un 
precio de mercado inferior al máximo au-
torizado» (24). Por fin, hemos de destacar 
el carácter polémico de la referencia al «va-
lor asignado a efectos de otros tributo», que 
no sólo obli~a a precisar cuáles pueden ser 
esos otros tnbutos que han de servir de re-
ferencia para el cálculo del valor de merca-
do comparable (25), sino replantea las dis-
cusiones asociadas al reconocimiento y de-
terminación del alcance del denominado 
principio de estanqueidad (26). 
(23) Vid. al respecto SANZ GADEA, E.: Impues-
to sobre Sociedades, e.E.F., tomo 1, Madrid, 1991, 
pp. 326-327. 
(24) Cfr. las Resoluciones del T.E.A.e. de 20 de 
diciembre de 1989 y 3 de abril de 1991. 
(25) Como indica SANZ GADEA, E., Impues-
to ... , tomo 1, cit., pp. 328, p'arece lógico pensar que de-
berán ser sólo aquellos tnbutos cuyos valores se ob-
tienen por referencia a las condiciones de mercado. 
(26) Fundamentalmente, por lo que nos inte~e.sa, 
en las relaciones entre el Impuesto sobre Transmlslo-
En todo caso, los criterios del artícu-
lo 169.1 del R.I.S. adolecen de una cierta 
imprecisión, lo que concede a la Adminis-
tración amplios márgenes de discrecionali-
dad que, no obstante, son susceptibles de 
control, como acredita la doctrina de los 
TT.EE.AA. que venimos citando, al exigir 
que se empleen precisamente los criterios o 
métodos indiciarios del artículo 189.1 del 
R.I.S., «los medios previstos en la normati-
va vigente» (27) y que en ausencia de otro 
criterio más ajustado ha de tenerse en cuen-
ta el propuesto por la sociedad afecta-
da (28). 
2.2. En términos generales se verifica 
así, en el derecho español, la situación de la 
mayor parte de las legislaciones compara-
das (29), en que una sola disposición legal 
-en nuestro caso, el artículo 16.3 de la 
L.I.S.- hace referencia al princippio del 
precio de mercado comparable en régimen 
de concurrencia plena sin establecer los cri-
terios para su determinación, sólo concre-
tados posteriormente, dentro de ciertos 
márgenes, en vía reglamentaria. 
Y, quedando legalmente consagrado el ci-
tado criterio del precio de mercado compa-
rable, no debería ser sencillo para los parti-
culares ni para la Administración, apartarse 
del mismo. Ahora bien, siendo ello cierto, 
los amplios márgenes que, dentro del em-
pleo de ese criterio, restan para determinar 
cuál es el precio comparable en cada caso, 
permiten operar con una cierta flexibilidad, 
nes Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y 
el Impuesto sobre Sociedades, ámbito en el que se sus-
citaron los primeros problemas de este tipo como pue-
de verse en nuestro trabajo «Las aponaciones no di-
nerarias en el Impuesto de Sociedades. Nueva aplica-
ción del principio de estanqueidad», en C. T., núm. 34. 
(1980), pp. 269 Y ss. 
(27) Resolución del T.E.A.e. de 30 de enero de 
1991. 
(28) Resolución del T.E.A.e. de 29 de marzo de 
1990. 
(29) Cfr. MAISTO, G.: Ponencia General, 
«T ransfer pricing. in the absen~e o.f comparable. mar-
ket prices», Cahlers de Drolt FIscal InternatlOnal, 
vol. LXXVIla, 1992, pp. 19 Y ss.; la observación se 
contenía ya en las dir~ctrices generales enviadas en su 
día a los ponentes nacIonales, p. 12, par. 5.6. 
JJ. ZORNOZA PEREZ / DETERMINACION DE LOS PRECIOS DE TRANSFERENCIA EN AUSENCIA DE PRECIOS DE MERCADO COMPARABLES 
máxime si se advierte que los métodos in-
diciarios a que alude el artículo 169.1 del 
R.I.S. no son de utilización obligada para la 
Administración, dado que, según el tenor li-
teral de dicho precepto «serán de aplicación, 
entre otros, a elección de la Administra-
ción». 
Sin embargo, conforme al artículo 65.2 
del R.G.I.T., al aplicar métodos indiciarios 
para la determinación total o parcial de ba-
ses imponibles, como ocurre en el caso de 
las operaciones vinculadas, la Inspección de 
los Tributos "deberá adjuntar en todo caso 
al acta incoada informe razonado acerca de 
la justificación del empleo de tales métodos 
y de los criterios o módulos utilizados»; 
motivación que constituye un elemento 
esencial en orden al control del ejercicio por 
parte de la Administración de estos pode-
res discrecionales que se le conceden para la 
determinación del precio de mercado com-
parable. De ahí que la Resolución del 
T.E.A.e. de 17 de octubre de 1989 decla-
rara «que el procedimiento utilizado para la 
Inspección para incrementar la cuantía de 
las ventas realizadas no puede admitirse ... , 
porque al valorar las operaciones efectuadas 
no se detalla y razona suficientemente el 
método de comparación utilizado, sin men-
ción a condiciones mínimas como son los 
comerciantes mayoristas seleccionados en la 
muestra así como los precios aplicados por 
cada uno de ellos, respetando la identidad 
o, al menos, la similitud de mercado, tiem-
po y mercancía». 
Por fin, conviene destacar que el control 
de la actuación administrativa en este ámbi-
to ha de ejercerse con motivo de la impug-
nación de los correspondientes actos de li-
quidación, pues la valoración de las opera-
ciones vinculadas se realiza por la Adminis-
tración «al practicar la regularización tribu-
taria de las sociedades comprobadas», sin 
que sea exigible que los resultados de dicha 
valoración sean notificados al sujeto pasivo 
con carácter previo y separadamente de la 
liquidación, ya que en el ámbito. d~lI.S. l~s 
órganos competentes han de decidir en um-
dad de acto o acto único sobre la valora-
ción fruto de la comprobación y sobre la li-
quidación, a diferencia de lo que ocurre en 
otros tributos y, singularmente, en el Im-
puesto de Transmisiones Patrimonia-
les (30). 
2.3. Siendo el método del precio de 
mercado comparable el único legalmente 
previsto en el artículo 16.3 de la L.I.S., es 
poco lo que puede señalarse respecto de la 
aplicación de los métodos del precio de re-
venta y del coste incrementado, no contem-
plados en cuanto tales en el or~enamiento 
español, aunque aparecen mencIOnados de 
forma recurrente en la doctrina del 
T.E.A.e. (31). 
No obstante, quizás convenga señalar 
que el empleo de algunos de los «métodos 
indiciarios» a que alude el artículo 169.1 del 
R.I.S. podría dar lugar a resultados seme-
jantes a los que resultarían del método del 
precio de reventa, que arrancando del pre-
cio al que el comprador de la mercancía re-
vende ésta a la clientela independiente y de-
duciendo un margen adecuado (32), permi-
te obtener el precio de plena concurrencia 
del vendedor inicial. Así, cuando el citado 
precepto prevé la toma en consideración de 
los «valores consignados en el mismo con-
trato o en otros de características similares» 
[arto 169.l.f)], no parece fuera de lugar con-
siderar que esos otros contratos de caracte-
rísticas similares pudieran ser los celebrados 
por el comprador con el que se mantienen 
relaciones de vinculación en sus relaciones 
con terceros independientes, lo que daría 
entrada a mecanismos similares a los del 
método del «precio de reventa», sobre todo 
si además se considera, como permite el 
(30) Vid. las Resoluciones del T.E.A.e. de 29 de 
marzo y 28 de noviembre de 1990. 
(31) En concreto en las Resoluciones de 30 d~ l!lar-
zo, 14 de junio y 3 de octubre de 1989 y 20 de dICIem-
bre y 3 de abril de 1991, en que se describen tales mé-
todos de acuerdo con el Informe de la O.e.D.E. 
(32) Que representa el importe que permiti~ía al 
revendedor cubnr sus gastos y obtener un benefICIO ra-
zonable; el método en cuestión se describe en el Rap-
port sur prix de transfert ... de la O.e.D.E., par. 56. 
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mismo artículo 169.1.g) del R.I.S. el «mar-
gen habitual en operaciones similares». 
Ha de advertirse, sin embargo, que la in-
terpretación expuesta, pese a que pueda pa-
recer razonable, no resulta excesivamente 
coherente con la finalidad aparente del pre-
cepto en cuestión, que por su directa co-
nexión con el artículo 16.3 de la L.I.S. de-
bería tender a la determinación de precios 
de mercado comparables en régimen de 
competencia plena y no a la aplicación de 
otros métodos alternativos a éste, como se-
ría el del precio de reventa (33). De ahí que 
no puedan plantearse, en el derecho espa-
ñol, la mayoría de las cuestiones que se sus-
citan en otros ordenamientos comparados 
en relación a estos métodos de reventa o del 
coste incrementado, respecto de cuya apli-
cación por parte de los contribuyentes o de 
las autoridades fiscales no existen, por otra 
parte, datos disponibles. 
Por ello, creemos que en el derecho es-
pañol puede afirmarse la prioridad del mé-
todo del precio de mercado comparable en 
régimen de competencia plena; método 
consagrado en el artículo 16.3 de la L.I.S., 
que obliga también a los contribuyentes, 
que en ausencia de dicho precio, al ajustar 
sus operaciones vinculadas en la correspon-
diente declaración-liquidación, deberán a 
nuestro entender utilizar los mismos méto-
dos indiciarios que el artículo 169 del R.I.S. 
dispone para su empleo por los órganos de 
la Administración Tributaria (34), pudien-
do en consecuencia servirse también de 
(33) En este sentido DELGADO PACHECO, A.: 
Las actuaciones de valoración de la Inspección de los 
Tributos, en XXXV Semana de Estudios de Derecho 
Financiero, LE.F., Madrid, 1990, p. 187, afirma que los 
módulos e índices recogidos en el artículo 169 del 
R.LS. conducen a un solo método de valoración, el del 
precio que sería acordado en condiciones normales de 
mercado entre sociedades independientes. 
(34) Y ello porque, como señalaba PEREZ 
ROYO, F.: Sobre los ajustes ... , cit., pp. 273-274, la 
norma del artículo 16.3 de la L.LS. y, como consecuen-
cia, las que lo desarrollan reglamentariamente, contie-
ne una «regla de valoración (y no de comprobación de 
valores), cuyos destinatarios son no sólo los órganos 
de la Administración, sino también, y en primer lugar, 
aquellos índices o módulos que implicarían 
una cierta aproximación al método del pre-
cio de reventa. 
Naturalmente, en el marco de sus actua-
ciones de comprobación, la Administración 
puede discrepar de los valores fijados por el 
contribuyente y proponer otros diversos, 
justificando mediante informe razonado, 
conforme al artículo 65.2 del R.G.I.T., el 
método que siguió para su determinación y 
los signos, índices o módulos previstos en 
el artículo 169 del R.I.S. que se emplearon 
al efecto. Y, pese a que, como ha quedado 
expuesto, dichas actuaciones administrati-
vas son susceptibles de control, a través de 
los correspondientes recursos contra los ac-
tos de liquidación, es claro que la Adminis-
tración se m ueve en un marco suficiente-
mente flexible como para que resulte difícil 
enjuiciar si los valores por ella determina-
dos se corresponden, o no, con «los precios 
que serían acordados en condiciones nor-
males de mercado entre sociedades indepen-
dientes», según ordena el artículo 16.3 de la 
L.I.S. 
2.4. Poco cabe añadir a lo dicho hasta 
el momento respecto a las operaciones ma-
triz-filial que involucren a sociedades ex-
tranjeras que operen en España mediante 
establecimiento permanente, puesto que el 
artículo 16.3 de la L.I.S. puede resultar tam-
bién aplicable, en su caso, para la valoración 
de los rendimientos que se consideran ob-
tenidos en España por el establecimiento 
permanente y, en consecuencia, sometidos 
a tributación a través del régimen especial 
que desarrollan los artículos 306 y siguien-
tes del R.I.S. 
Además, en todo caso resultaría aplicable 
el método del valor de mercado compara-
ble en condiciones de competencia plena, 
porque a él remiten no sólo el citado artícu-
lo 16.3 de la L.I.S., sino las reglas para la fi-
jación del beneficio empresarial contenidas 
los sujetos pasivos, los cuales. deben l!ev~r a cabo la va-
loración como un momento Imprescmdlble de su pro-
pia declaración-Iiquidación-. 
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en los Convenios para evitar la doble im-
posición que, como es sabido, consagran el 
criterio de que los beneficios imputables a 
un establecimiento permanente serán «los 
que éste hubiera obtenido si en lugar de tra-
tar con su sede central hubiese tratado con 
una empresa distinta en condiciones y pre-
cios usuales de mercado». 
No obstante, los problemas de determi-
nación del beneficio de los establecimientos 
permanentes se plantearán en forma diversa 
tras la reciente Ley 29/1991, de 16 de di-
ciembre (35), que ha alterado el régimen tri-
butario aplicables a las relaciones matriz-fi-
lial para el caso de entidades que tengan su 
residencia fiscal en estados miembros de la 
C.E.E., de acuerdo con lo previsto en la Di-
rectiva 90/435/C.E.E. del Consejo, de 23 de 
julio de 1990, aunque es siempre posible la 
opción por el régimen que pueda resultar 
de la existencia de Convenios de doble im-
posición. 
En todo caso, en lo que nos interesa, los 
problemas a plantear respecto de las opera-
ciones matriz-filial son muy semejantes a 
los que hasta ahora hemos abordado, pues 
ni en la L.I.S., ni en la Ley 29/1991, ni tam-
poco en el derecho convencional, se contie-
nen criterios precisos para el eventual ajus-
te de los beneficios imputables al estableci-
miento permanente, ni se concreta el senti-
do de la referencia a los beneficios que se 
obtendrían tratando con empresas distintas 
en condiciones y precios usuales de merca-
do, que es paralela a la que contiene el ar-
tículo 16.3 de la L.I.S. Y es que el legisla-
dor español, que podía haber concretado el 
sentido de dicha referencia, estableciendo 
reglas específicas para el ajuste de beneficios 
en las relaciones matriz-filial, con motivo de 
(35) La citada ley, como es sabido, realizó la ade-
cuación de determinados conceptos impositivos a las 
Directivas y Reglamentos de las Comunidades Eu-
ropeas, y en especial, por lo que nos interesa, reguló 
los problemas de tributación del beneficio en las ope-
raciones matriz-filial, de acuerdo con lo previsto en la 
Directiva 90/435/C.E.E. del Consejo, de 23 de julio 
de 1990. 
la repetida Ley 29/1991, no parece haber 
sido consciente de las especiales dificultades 
que existen en estos casos de máxima vin-
culación para determinar precios o benefi-
cios comparables en régimen de competen-
cia plena. 
3. LOS DENOMINADOS METODOS 
DE SUSTITUCION 
Por lo dicho hasta el momento, hemos de 
comenzar indicando en este apartado de 
nuestra exposición que el ordenamiento es-
pañol no hace referencia alguna al posible 
empleo de los denominados métodos de 
sustitución para el ajuste de los precios de 
transferencia que se producen en las opera-
ciones vinculadas. En efecto, el artículo 16.3 
de la L.I.S. se refiere sólo al método del pre-
cio de mercado comparable en régimen de 
plena competencia, y el artículo 169 del 
R.I.S., que recoge los índices o módulos que 
han de permitir su fijación en cada caso con-
creto, tampoco parece dar pie para la apli-
cación de métodos de sustitución tales 
como la comparación de beneficios, el ren-
dimiento de los capitales invertidos, etc. 
No obstante, como hemos señalado, el 
empleo del criterio del precio de mercado 
comparable se realiza de tal modo que resta 
aún amplios márgenes de indeterminación, 
lo que permite operar con una cierta flexi-
bilidad, máxime si se recuerda que los índi-
ces o módulos a que alude el citado artícu-
lo 169.1 del R.I.S. no son de utilización 
obligada para la Administración, dado que, 
según el tenor literal de dicho precepto «se-
rán de aplicación, entre otros, a elección de 
la Administración». 
Por ello, al menos a primera vista, tam-
poco cabría descartar por completo que la 
Administración, ante dificultades extremas 
para determinar un precio de mercado com-
parable mediante el empleo de los signos e 
índices señalados en el citado artículo 169 
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del R.I.S., acudiera a la elección de «otros» 
módulos para dar entrada a alguno de los 
denominados métodos de sustitución. Sin 
embargo, debe tenerse siempre presente que 
dicho artículo 169 constituye desarrollo re-
glamentario del artículo 16.3 de la L.I.S. y 
que, por ello, su aplicación debería condu-
cir a la aplicación del método de valoración 
previsto en éste o, lo que es igual, a la de-
terminación del precio que en condiciones 
normales de mercado sería acordado entre 
sociedades independientes, esto es, del pre-
cio de mercado comparable, del que la Ad-
ministración no debería separarse mediante 
el empleo de métodos de sustitución (36), 
que no se encuentran regulados, ni siquiera 
para operaciones concretas o sectores espe-
ciales de actividad. 
4. EL PRECIO EN REGIMEN DE 
COMPETENCIA PLENA Y LOS 
METODOS DE SUSTITUCION EN 
LOS CONVENIOS PARA EVITAR 
LA DOBLE IMPOSICION 
4.1. Pese a la relativa antigüedad de la 
red de Convenios suscritos por España para 
evitar la doble imposición, lo cierto es que 
en la generalidad de los mismos, incluso en 
aquellos que todavía obedecen al modelo de 
la O.C.D.E. de 1963, se recogen los crite-
rios ordinarios para el tratamiento de las 
operaciones entre «empresas asocia-
das» (37). En concreto, España tiene suscri-
(36) Recuérdese, en este sentido, la opinión de 
DELGADO PACHECO, A.: Las actuaciones de va-
loración ... , cit., p. 187. 
(37) Como ejemplo de convenio suscrito confor-
me al modelo de 1963, puede verse el firmado con la 
República Federal de Alemania, ratificado el 14 de fe-
brero de 1968 (B.O.E. del 8 de abril); o el firmado con 
la República Francesa el 27 de junio de 1973 (B.O.E. 
del 7 de mayo de 1974); obedecen al modelo de 1977, 
entre otros, el hecho el 15 de noviembre de 1979 con 
la República Popular de Polonia (B.O.E. del 15 de ju-
nio de 1980) y el suscrito con el Gran Ducado de 
Luxemburgo el 3 de junio de 1986 (B.O.E. del 4 de 
agosto de 1987). 
tos Convenios de doble imposición con to-
dos los Estados miembros de la C.E.E., sal-
vo Grecia e Irlanda, en los que figura el 
párrafo 1.0 del artículo 9 del modelo de la 
O.C.D.E. de 1977, autorizando a rectificar 
los beneficios de las «empresas asociadas» 
cuando se dan los supuestos de vinculación 
previstos (38). 
Acudiendo a cualquiera de dichos Con-
venios se comprueba que en ellos no se es-
pecifica el método a emplear para la prácti-
ca de los correspondientes ajustes, aunque 
el principio que inspira sus disposiciones es 
el del precio de mercado en condiciones de 
plena competencia (39). Por ello, al menos 
en principio, la Administración española 
deberá aplicar las previsiones al respecto 
existentes en nuestro derecho interno y, en 
concreto, en los artículos 16.3 de la L.I.S. y 
169 del R.I.S. que, como es sabido, consa-
gran idéntico método de ajuste de los pre-
cios de transferencia en operaciones vincu-
ladas. En efecto, en ausencia de normas 
convencionales que expresamente prevean 
el empleo de otros métodos de ajuste, ha-
brá de acudirse a las previsiones contenidas 
en el derecho interno, cuyo sentido ya ha 
quedado expuesto y que no contemplan el 
recurso a otros métodos de base ni la adop-
ción de los denominados métodos de susti-
tución. 
4.2. En otro orden de cuestiones, vol-
viendo sobre los problemas de las relacio-
nes matriz-filial, ha de indicarse que los ci-
tados Convenios incorporan las reglas del 
artículo 7 del modelo de la O.C.D.E. para 
el reparto de beneficios en las relaciones 
matriz-filial que, como es sabido, consagran 
el criterio de que los beneficios imputables 
(38) Cfr. GONZALEZ POVEDA, V.: «Convenio 
relativo a la supresión de la doble imposición en caso 
de corrección de los beneficios de empresas asociadas», 
en Noticias CEE., núm. 74 (1991), f.' 13. 
(39) Tanto las de carácter genera, como las relati-
vas a los intereses y a los cánones, que ~erecen un tra-
tamiento específico en los correspondIentes modelos 
de la O.C.D.E. y, por ende, en los suscritos por Es-
paña; vid. GONZALEZ POVEDA, V.: Tratados y 
Convenios ... , cit., pp. 533 Y ss., 547-548 Y 559. 
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a un establecimiento permanente serán «los 
que éste hubiera obtenido si en lugar de tra-
tar con su sede central hubiese tratado con 
una empresa distinta en condiciones y pre-
cios usuales de mercado» (40). Sin embar-
go, en ellos tampoco se precisa el sentido 
de dicho criterio, ni se contemplan méto-
dos alternativos al de los valores de merca-
do comparables en régimen de competencia 
plena que dichas reglas consagran. 
Es cierto que la mayor parte de los Con-
venios suscritos por España contienen cláu-
sulas que autorizan a los Estados a deter-
minar el beneficio imputable al estableci-
miento permanente mediante un método de 
reparto; pero no lo es menos que tales cláu-
sulas carecen de trascendencia a los efectos 
del ordenamiento español, pues su validez 
se condiciona a que ese método sea usual 
en el Estado que pretende aplicarlo, lo que 
no sucede en nuestro país desde 1964 (41). 
De este modo, en definitiva, ni en el de-
recho interno, ni en los Tratados y Conve-
nios suscritos por España, se encuentran re-
ferencias significativas a métodos de ajuste 
diversos del de los valores o precios de mer-
cado comparables en régimen de competen-
cia plena, cuyo desarrollo normativo es ade-
más escaso y para cuya aplicación práctica 
no existen directrices administrativas claras. 
4.3. A la vista de dicha situación, aun 
reconociendo que los procedimientos de 
acuerdo mutuo pueden dar pie a que las au-
toridades fiscales de los Estados firmantes 
del Convenio realicen, en la práctica, los 
ajustes correspondientes conforme a méto-
dos de sustitución no previstos en sus or-
denamientos internos, ello no parece senci-
(40) En el artículo 7.2 del Convenio suscrito con 
los Estados Unidos de América el 22 de febrero de 
1990 se acude, no obstante, a una fórmula un poco más 
precisa, al hacerse referencia a los beneficios que el es-
tablecimiento permanente hubiera podido obtener «de 
ser una empresa distinta e indepenaiente que realizase 
las mismas o similares actividaaes en las mismas o si-
milares condiciones». 
(41) Cfr. GONZALEZ POVEDA, V.: Trata-
dos ... , cit., p. 530. 
110 conforme al ordenamiento español. Por-
que cualquiera que sea la causa del ajuste, 
lo cierto es que la Administración tributa-
ria debe realizarlo conforme al procedi-
miento que resulta de los artículos 169 del 
R.I.S. y 65.2 del R.G.I.T., justificando en 
todo caso, mediante informe razonado, 
conforme al último de los preceptos cita-
dos, el método que siguió para la determi-
nación del precio de mercado comparable y 
los criterios o módulos empleados al efec-
to, lo que abre al contribuyente afectado la 
posibilidad de recurso en el caso de que se 
haya producido el empleo de esos métodos 
de sustitución que no se encuentran previs-
tos ni en la L.I.S. ni en los Convenios sus-
critos por el Estado español. 
Es más, aunque no se dispone de infor-
mación relativa a la práctica en esta mate-
ria, pues las memorias de la Administración 
Tributaria publicadas hasta la fecha no con-
tienen datos a ese respecto, cabe presumir 
que ese procedimiento de acuerdo mutuo 
no ha de ser frecuente en el caso español. Y 
es que los Convenios de doble imposición 
suscritos por España, incluso los conclui-
dos con países de la C.E.E., no suelen in-
corporar la cláusula del artículo 9.2 del mo-
delo de la O.C.D.E. (42), con lo que el ajus-
te correlativo o bilateral no tiene por qué 
producirse desde la perspectiva de la mayor 
parte de las normas que integran nuestro 
derecho convencional ni, de otro lado, vie-
ne exigido por nuestro derecho interno, al 
menos con carácter general. 
En efecto, como ha quedado apuntado, 
tras la nueva redacción dada al artículo 16.3 
de la L.I.S. por la Disposición Adicional 
Quinta.5 de la Ley 18/1991, el ajuste de los 
precios de transferencia sólo será bilateral si 
lo realizan voluntariamente las sociedades 
vinculadas en sus correspondientes declara-
(42) Así lo indica GONZALEZ POVEDA, V.: 
Tratados ... , cit., p. 537, que señala como convenios con 
cláusula de ajuste bilateral los suscritos con Canadá, 
Checoslovaquia, Polonia, Rumania y Suecia, a los que 
ha de sumarse el concluido en 1990 con los Estados 
Unidos de América. 
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ciones-liquidaciones, mientras que si es la 
Administración la que procede al mismo, 
fuera del plazo voluntario de declaración, 
tendría siempre carácter unilateral ya que 
«el ajuste no podrá suponer minoración de 
ingresos ni incremento de gastos o de cos-
tes para ninguna de las partes» (43). 
No obstante, como es obvio, la aproba-
ción del Convenio relativo a la supresión de 
la doble imposición en caso de corrección 
de los beneficios de empresas asociadas, fir-
mado en Bruselas el 23 de julio de 1990 
(90/436/C.E.E.), debería producir una re-
consideración de los criterios hasta ahora 
vigentes en esta materia, al menos respecto 
de los países de la C.E.E. 
5. CONCLUSIONES FINALES 
Por lo visto, el tratamiento de las opera-
ciones vinculadas en el ordenamiento espa-
ñol, que no parece haber suscitado otra dis-
cusión que la relativa al carácter unilateral 
o bilateral del ajuste de los precios de trans-
ferencia, no puede considerarse excesiva-
mente satisfactorio. En efecto, prescindien-
do de la consideración de otros problemas, 
(43) Salvo, naturalmente, que resulte aplicable al 
caso alguno de esos pocos convenios de doble impo-
sición que incorporan cláusula de ajuste correlativo se-
mejante a la del artículo 9.2 del modelo O.e.D.E. 
en nuestro derecho interno no se precisa el 
significado del método del precio de mer-
cado comparable conforme al cual han de 
valorarse las operaciones vinculadas, ni se 
prevén otros métodos alternativos para 
aquellos supuestos en que su aplicación no 
sea posible; mientras que el derecho con-
vencional, que tampoco ofrece respuesta a 
tales cuestiones, deja en buena medida sin 
resolver los problemas de doble imposición 
al no contemplarse en la mayoría de los 
Convenios cláusulas de ajuste bilateral o 
correlativo. 
La reciente modificación del régimen tri-
butario de las relaciones matriz-filial, en la 
Ley 29/1991, Y la aprobación del Convenio 
de la C.E.E. de 1990 para la supresión de la 
doble imposición en caso de corrección de 
los beneficios de empresas asociadas, son 
signo de la necesidad de replantear en pro-
fundidad las cuestiones a que nos hemos re-
ferido y, sin duda, la anunciada reforma de 
la imposición sobre sociedades proporcio-
nará una inmejorable oportunidad para la 
introducción de las medidas legislativas ne-
cesarias al efecto que, como es habitual en 
el derecho comparado, debería ir seguida de 
un desarrollo reglamentario suficiente, so-
bre todo en aquellos sectores económicos 
que, por sus especiales características dan 
lugar a una especial incertidumbre (44). 
( 44) Como sucede en las operaciones relativas a 
marcas y asistencia técnica, a las que se ha referido la 
Resolución del T.E.A.e. de 4 de enero de 1990. 
